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(Fase de diagnóstico de los temas: 12 de septiembre al 11 de octubre de 2011)
A. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo:


El Estado Costa Rica ha identificado un conjunto de factores que se imponen como desafíos y a la vez determinan objetivos para lograr el fortalecimiento de la CIDH, y que además resultan comunes al Sistema Interamericano de Promoción y Protección de Derechos Humanos, y constituyen los pilares esenciales sobre los cuales debería plantearse -y dentro de los cuales debería enmarcarse- conceptualmente cualquier discusión sobre el fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo la CIDH) y del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos (en adelante el SIDH):

1. Los aspectos financieros:

El tratamiento del problema financiero de los órganos del Sistema Interamericano de Promoción y protección de los Derechos Humanos constituye uno de los principales desafíos que no debe ser tratado fragmentariamente como una dificultad atinente al funcionamiento de la CIDH y a la CorteIDH, sino como un problema estructural de la OEA que requiere además una solución integral con miras a posibilitar el funcionamiento global del Sistema.  En este sentido, es necesario que el análisis y evaluación de los requerimientos financieros y presupuestarios de la CorteIDH y la CIDH, además de tomar en consideración las necesidades particulares de cada órgano, a la vez se conceptualicen en razón del funcionamiento sistémico de ambos órganos para llevar adelante las altas funciones que los mismos Estados le han encomendado.

Ello requiere del mayor compromiso de todos los Estados miembros de la OEA y de las autoridades de la Secretaría General dentro del proceso en curso en el Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH, para identificar soluciones prácticas y realistas a un problema que ha venido aquejando estructuralmente al Sistema y dentro de un plazo razonable procurar el destino de los recursos que sean necesarios a partir del fondo regular de la OEA para sufragar adecuadamente el cumplimiento de los mandatos, las funciones, programas y la totalidad de las actividades que corresponde ejercer de manera ordinaria a dichos órganos.  Si bien, esta concepción ha estado de manifiesto en el discurso político de los Estados miembros en los últimos años, la oportunidad parece ser propicia para alentar la toma de decisiones por parte de los Estados, con la concurrencia,  refuerzo y apoyo técnico de la Secretaría de Administración y Finanzas de la OEA, según los mandatos de la Asamblea General de la OEA de San Salvador del 2011 en su 41° Período ordinario de Sesiones, particularmente el párrafo 8 resolutivo de la resolución AG/RES. 2652 (XLI-O/11), 8.a de la resolución AG/RES. 2672 (XLI-O/11) y 3.b de la resolución AG/RES. 2675 (XLI-O/11).

Según el Programa Presupuesto del Fondo Regular de la OEA correspondiente al año 2011, los aportes al SIDH representaron apenas un total cercano al 8% del fondo regular de la OEA, desglosado en 2,5% para la CorteIDH y 5,6 para la CIDH que, prácticamente, cubren la mitad de los gastos ordinarios de operación de ambos órganos.  Situación que se ha mantenido relativamente invariable en los últimos años y que en el 2010 ha obligado a la CorteIDH a sufragar aproximadamente la mitad de sus gastos de operación (47%) con fondos externos y contribuciones voluntarias y a la CIDH en un porcentaje similar (45%).  Según el Programa Presupuesto del Fondo regular de la OEA del 2012, aprobado recientemente el 31 de octubre del 2011 en el 42° Período Extraordinario de Sesiones de la Asamblea General, la situación para el 2012 se mantendrá prácticamente invariable.

Por ello, la OEA debería plantearse a dos años plazo como una meta concreta, más que como una aspiración política, para el año 2014 en que se celebrarán el 55° aniversario de la CIDH, el 45° aniversario de la CADH y el 35° aniversario de la CorteIDH, llegar a la creación de las previsiones presupuestarias correspondientes y la implementación de mecanismos efectivos para la dotación de los recursos necesarios a partir de su fondo regular que permitan a la CorteIDH y la CIDH desarrollar sus cometidos ordinarios sin depender de contribuciones voluntarias ni aportes externos al Sistema y conforme con las proyecciones y demás previsiones financieras que han sido expuestas y presentadas ante los Estados por ambos órganos en las diversas reuniones que en el último año se abocaron al planteamiento y tratamiento del problema en Ottawa, San Salvador y Washington, DC.

En este sentido, se hace necesario tomar las previsiones dentro del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH, contemplando la posibilidad de una extensión o prórroga temporal de su mandato o un mecanismo ágil y eficiente a fin de que sus recomendaciones al Consejo Permanente, además de los temas puntuales cometidos a consulta de los Estados y la sociedad civil, se centren preponderantemente en propuestas de fortalecimiento financiero del Sistema en el corto, mediano y largo plazo.

Por último, es menester dar contenido presupuestario y seguimiento al mandato contenido en el párrafo 4 resolutivo de la resolución AG/RES. 2652 (XLI-O/11), que dispone el desembolso a partir del Fondo Regular de los recursos necesarios a partir del 2012 de los costos de traducción de las sentencias y resoluciones de la CorteIDH para garantizar el pleno acceso de todos los habitantes de hemisferio a su jurisprudencia.

2. Universalidad:

Un segundo desafío está determinado por los problemas estructurales para lograr el reconocimiento y adhesión universal a los instrumentos jurídicos internacionales que en materia de Derechos Humanos existen a la fecha de hoy en el Sistema Interamericano.

El fortalecimiento y la legitimidad del Sistema para hacer frente a las violaciones de los derechos humanos y la consolidación de los sistemas democráticos en los países miembros de la OEA se encuentra, hoy más que nunca, asociado a la universalización de los instrumentos y de los mecanismos de supervisión internacional.

De los 34 Estados miembros activos de la OEA, a la fecha de hoy sólo 24 figuran como partes de la CADH y de estos sólo 21 reconocen la competencia de la CorteIDH.  Ello significa que dentro del Sistema Interamericano existen dos estándares diferentes en materia de derechos humanos, sea en cuanto a los compromisos y obligaciones internacionales de los Estados en materia de derechos humanos, así como también en lo relativo a los mecanismos de supervisión internacional de dichas obligaciones. Lo anterior sin mencionar otros instrumentos jurídicos interamericanos en materia de derechos humanos y sus mecanismos de supervisión y seguimiento.

El fortalecimiento, la legitimidad y entereza del Sistema impone la necesidad de lograr su universalidad. La OEA y sus Estados Miembros podrían plantearse como meta y compromiso para que al llegar al año 2019 a más tardar, y al celebrarse en esa ocasión los 60 años de la CIDH, los 50 años de la CADH y los 40 años de la CorteIDH, exista dentro del hemisferio un único parámetro homogéneo con el cual se puedan medir internacionalmente los compromisos, obligaciones y esfuerzos nacionales en materia de derechos humanos.

3. Cumplimiento de resoluciones:

La fortaleza y mayor legitimidad del SIDH impone como un tercer desafío lograr un mecanismo ágil y efectivo para el cumplimiento de las sentencias de la CorteIDH y el debido seguimiento de las recomendaciones de la CIDH bajo los principios de buena fe y pacta sunt servanda.  Tal como ha sido señalado por la CorteIDH en su jurisprudencia,  la efectividad del Sistema descansa en que una vez fijado el criterio de interpretación y de aplicación de las normas internacionales de derechos humanos, estos sean recogidos por los Estados en el conjunto de sus aparatos jurídicos institucionales.
Ello no sólo implica el desarrollo y fortalecimiento del mecanismo de garantía colectiva, sino que ante todo impone la necesidad de que la OEA contribuya efectivamente al desarrollo de las capacidades institucionales en cada uno de los Estados miembros orientadas a ese fin.

Partiendo de las buenas prácticas de algunos de los Estados miembros de la OEA, Costa Rica estima que uno de los objetivos a los que debería abocarse la Organización en el corto plazo es la elaboración de una guía o modelo para los países que contemple mecanismos institucionales que podrían ser incorporados en su ordenamiento interno para lograr este objetivo.  En ese sentido, Costa Rica ha reconocido las buenas prácticas de, entro otros, algunos países como Colombia con su Ley N° 288 de 1996 y del Perú con su Ley N° 27.775 del 2002 que “Regula el Procedimiento de Ejecución de Sentencias Emitidas por Tribunales Supranacionales”, como dos de los países del hemisferio que cuentan con normativa con rango legal en esta materia.  También reconocemos otros cuerpos normativos, como el Decreto N° 1.317 del 2008 en el Ecuador y la instauración de la Comisión Interinstitucional Responsable de la Ejecución de las Acciones Necesarias para el Cumplimiento de las Sentencias Internacionales en el Paraguay mediante Decreto N° 1.595 del 2009, que por la vía de disposiciones administrativas buscan fines análogos.

Costa Rica, por su parte, ha creado una Comisión Interinstitucional para el seguimiento e implementación de las obligaciones internacionales de Derechos Humanos a través de Decreto Ejecutivo 36776-RE publicado en el Diario Oficial La Gaceta del 30 de septiembre de 2011. Esta Comisión tiene entre sus funciones: recopilar, analizar y atender las recomendaciones formuladas y que formulen los organismos internacionales y regionales en materia de derechos humanos y establecer fórmulas para su implementación en el orden interno.

A partir de dichas experiencias, la OEA debería abocarse a fomentar el intercambio de buenas prácticas entre los países y procurar la elaboración de una legislación modelo que pudiese ser tomada como punto de referencia en nuestros países para facilitar el cumplimiento de las sentencias y otros proveídos de la CorteIDH y el debido seguimiento a las recomendaciones de la CIDH.

Una iniciativa en ese sentido ya había sido propuesta por Costa Rica durante los trabajos preparatorios de la última Asamblea General de la OEA del 2011 en San Salvador, que establecería un mandato para el Comité Jurídico Interamericano para avanzar en esa dirección.

B. Medidas cautelares:


El Estado de Costa Rica ha reiterado sus consideraciones sobre el tema relacionado con las medidas cautelares que contempla el artículo 25 del Reglamento de la CIDH en distintas ocasiones.  Entre estas, vale destacar las manifestaciones hechas en el desarrollo de las Reuniones Conjuntas con los Órganos del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos que se celebran anualmente en el contexto de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, el Proceso de Reflexión sobre el Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos auspiciado durante el 2008-2009 en la OEA, el procedimiento de consultas a los Estados auspiciado por la CIDH con ocasión de las reformas reglamentarias del año 2010, así como también en el transcurso de las sesiones especiales de la CAJP llevadas a cabo con ocasión de la presentación de los Informes Anuales de la CIDH a la Asamblea General de la OEA, entre otras.


En la misma línea expresada en diversas ocasiones, Costa Rica valora positivamente -y en términos generales- la posibilidad de la CIDH para pedir a los Estados la adopción de medidas cautelares como una práctica instituida por esa Comisión a partir de la aprobación de su segundo Reglamento (artículo 26) en sesión N° 660 del 8 de abril de 1980 celebrada durante su 49º Período Ordinario de Sesiones (OEA/Ser.L/V/II.49 doc.6 rev.4) a fin de garantizar la protección de los derechos humanos por la vía de un mecanismo precautorio en aquellos casos de extrema urgencia y gravedad que así lo ameriten, y como una manera de uniformar el tratamiento general de dichos asuntos en razón de su especial connotación y en relación con todos los Estados miembros de la OEA.  Lo anterior, no obstante que Costa Rica entiende que dicho mecanismo ha tenido un origen reglamentario, no convencional y un alcance esencialmente cuasijurisdiccional dentro del Sistema Interamericano y que ha sido adoptado por la CIDH como una práctica.


Esto último, impone realizar ciertas precisiones sobre este mecanismo:

1. Dentro del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, la referencia convencional a un sistema de justicia cautelar a cargo de la CIDH se encuentra, en un plano estrictamente jurídico positivo, contenida concretamente en los artículo 13 y siguientes de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994.  Particularmente, la norma del artículo 13 in fine de este instrumento internacional contempla la atribución convencional de la CIDH para dictar medidas cautelares dentro del sistema de casos y peticiones y refiere el ejercicio de tal atribución a  sus normas de procedimiento.  El Estado de Costa Rica como tesis de principio entiende que dicha disposición rige esencialmente para los trece Estados que forman parte de dicha Convención y, además, específicamente en relación con todo lo relativo a la tramitación de peticiones o comunicaciones presentadas ante la CIDH en que se alegue la desaparición forzada de personas conforme a la definición del artículo 2° y normas subsiguientes de dicho instrumento internacional.

2. No obstante, de manera general, la institución de un mecanismo cautelar dentro del Sistema Interamericano ha sido previsto desde 1969 por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en términos genéricos, a favor de la CorteIDH, a la que  -según su artículo 63.2 in fine-  corresponde la atribución jurisdiccional de dictar “medidas provisionales” en casos de “extrema gravedad y urgencia y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas”, ya sea bajo la modalidad de provisiones cautelares pendente lite (“en los asuntos que esté conociendo”) o provisiones cautelares a solicitud de la CIDH, ya sean independientes de una demanda  en general o bien sean ante causam (en los “asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento”).  Asimismo, derivado de sus atribuciones convencionales que establecen un mecanismo jurisdiccional de justicia cautelar, la CorteIDH ha desarrollado reglamentariamente también la posibilidad de su Presidente para dictar interlocutoriamente “providencias o medidas urgentes”.
3. Respecto de la CIDH y en concordancia con lo anterior, el artículo 19.c) del Estatuto de la CIDH en buena medida repite el lenguaje de la CADH y reconoce a favor de aquélla la posibilidad de “solicitar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos que tome las medidas provisionales que considere pertinentes en asuntos graves y urgentes que aún no estén sometidos a su conocimiento, cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas” (medidas provisionales ante causam o, en general, medidas provisionales independientes de la demanda).  Asimismo, en los casos de urgencia y gravedad el artículo 48.2 de la CADH (normas sobre el procedimiento) esencialmente configura a favor de aquella la posibilidad de “realizarse una investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos de admisibilidad” (medidas provisionales pendente lite).  Asuntos estos que, en criterio del Estado de Costa Rica, han sido desarrollados magistralmente por la jurisprudencia de la CorteIDH, en especial a través del Asunto Mery Naranjo y otros respecto Colombia (Resolución del 22 de setiembre del 2006 sobre medidas provisionales solicitadas por la CIDH, en particular el voto concurrente del Juez Cançado Trindade en que manifiesta algunas consideraciones de lege ferenda así como otras apreciaciones lex lata y conforme a la normativa internacional vigente dentro del Sistema Interamericano sobre el tema y aplicable).

4. En esa perspectiva jurídica, y en el caso particular de Costa Rica, el Estado desea reiterar sin embargo que, como signatario y parte de la CADH y habiendo reconocido unilateral e incondicionalmente desde 1980 la competencia de la CorteIDH como obligatoria y de pleno derecho, el país privilegia ante todo sus obligaciones internacionales derivadas de los tratados internacionales suscritos y ratificados, en el tanto en que estos establecen un sistema de justicia cautelar esencialmente jurisdiccional a cargo de la CorteIDH y, en relación con la CIDH prevén un mecanismo análogo en lo referente a las peticiones o comunicaciones en que específicamente se alegue la desaparición forzada de personas conforme con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994. 

5. El Estado de Costa Rica ante todo destaca la posibilidad con la que cuenta la CIDH para solicitar prima facie medidas provisionales a la CorteIDH, conforme a los artículo 63.2 de la CADH y 19.c del Estatuto de la misma CIDH, por ser ésta la hoja de ruta específicamente trazada por los instrumentos internacionales que ha reconocido el país para la atención de situaciones de urgencia y extrema gravedad, posibilitando a través de las medidas provisionales de la CorteIDH que poseen un carácter jurisdiccional (y que la CIDH está en franca posición de solicitar a priori, incluso ante causam) y además constituye el mecanismo sumario, de origen convencional, y de carácter cautelar y de naturaleza esencialmente tutelar que actúa preventivamente para evitar daños que, de lo contrario, serían de imposible reparación a través del sistema de casos y peticiones.  Asimismo, destacamos correlativamente también la posibilidad de la CIDH, que le ha conferido la CorteIDH bajo su Reglamento desde 1993 y actualmente prevista en el artículo 25.5 de su Reglamento vigente, para solicitar medidas urgentes para evitar daños irreparables a las personas, aún cuando la CorteIDH no estuviere reunida en pleno.

6. Derivado de lo anterior, Costa Rica adicionalmente valora la importancia y alcance de las medidas cautelares de la CIDH como una práctica reglamentaria admitida en general por los Estados miembros de la OEA, consistente con sus mandatos convencionales para, en general, promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones sometidas a su conocimiento y formular recomendaciones a los países para fomentar el debido respeto de los derechos humanos (arts. 106 de la Carta de la OEA, 41 de la CADH, y 1, 18.b, 19.a y, particularmente el 20.b del Estatuto de la CIDH). Asimismo, valora la utilidad de las medidas cautelares de origen reglamentario como fuente de recomendaciones
 que la CIDH se encuentra en capacidad de efectuar a los Estados alternativamente a la vía jurisdiccional señalada por la CADH, en cuanto podrían constituir un mecanismo efectivo y eficaz para, sin entrar necesariamente a prejuzgar sobre el fondo del asunto, prevenir daños irreparables a las personas en los casos de urgencia y gravedad.

7. Aún cuando este se trata de un mecanismo no convencional y de carácter no jurisdiccional, Costa Rica estima que al mismo deben atribuirse esencialmente las características propias de un sistema de justicia cautelar, particularmente a través de un tratamiento que denote sus cualidades de sumariedad (summaria cognitio), provisionalidad (pro tempore), revisabilidad (rebus sic stantibus), extraordinariedad, excepcionalidad, instrumentalidad, accesoriedad, buena fe, debida fundamentación (fumus bonii iuris), extrema gravedad y real urgencia (periculum in mora). De allí derivan especiales consideraciones para garantizar que las medidas cautelares: a) estén sujetas en todo momento a mecanismos adecuados de revisión periódica de manera oficiosa o a instancia de parte; b) se garantice su carácter esencialmente transitorio; c)  especialmente aquellas medidas independientes del sometimiento de un caso concreto a la CIDH no terminen por desvirtuar el Sistema de Peticiones y Casos, ni se constituyan en un mecanismo reglamentario de justicia cautelar que se erija como una alternativa o tenga efectos sustitutivos del Sistema de Peticiones y Casos, el cual sí tiene un origen claramente convencional; y, d) su estudio de admisibilidad y, aún más, su solicitud a los Estados sea conducida bajo estrictos criterios de urgencia y extrema gravedad, como criterios centrales para determinar su procedencia.

C. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales:

Costa Rica estima que el problema más inmediato que aqueja al Sistema de Casos y Peticiones Individuales ante la CIDH es el resultante de la situación de retraso, la duración del trámite y la mora procesal que se produce en consecuencia.  Ello ha sido, a la vez, una de las principales disconformidades generalizadas de los usuarios del Sistema, tanto de las víctimas, la sociedad civil y los Estados.  La inexistencia de plazos concretos para que la CIDH resuelva las peticiones o casos, es un asunto que llama la atención en las normas de procedimiento que la misma CIDH se ha dado a sí misma a través de su reglamento.

Siendo que la inexistencia de plazos para resolver es un asunto que definitivamente contribuye a esta situación, y que redunda en la inseguridad jurídica para todos los usuarios del sistema y posiblemente en la confianza y en la credibilidad del mismo, se estima conveniente que la CIDH incorporase plazos al menos de carácter indicativo en cada una de las fases del procedimiento que, cuando poco, pudiesen servir de guía a los usuarios del Sistema en cuanto sus expectativas de prever un espacio temporal aproximado para conocer el resultado de sus pretensiones de trámite, admisibilidad y resolución final.

Por lo demás, Costa Rica considera que un reforzamiento de los criterios procesales para el archivo de expedientes bajo las consideraciones del concepto jurídico procesal del “interés actual”, podría redundar en un beneficio cualitativo para el descongestionamiento del Sistema.  En ese sentido, sería recomendable que la CIDH revise y actualice los criterios imperantes para la admisibilidad de las peticiones individuales aplicando criterios de mayor rigurosidad conforme lo estatuya la normativa vigente y aplicable, así como un mayor reforzamiento de los plazos establecidos para la presentación de peticiones individuales.

Esto facilitaría finalmente un rol más activo de la CIDH y, por ende, una mejor atención y tramitación de las peticiones y casos, lo cual redunda en una protección más efectiva y oportuna de los Derechos Humanos en el Sistema Interamericano. 

D. Soluciones amistosas:

Costa Rica valora positivamente el mecanismo de las soluciones amistosas como una manera legítima de lograr, mediante el concurso de la voluntad de las partes, la satisfacción de los intereses en juego dentro de los procesos que se llevan a cabo ante la CIDH.  La CIDH ha valorado también este asunto en términos generales al indicar, conforme a los artículos 48.1.f) y 49 de la CADH, que este procedimiento tiene esencialmente como fin “llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”, expresando la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención (pacta sunt servanda), y que el mismo “permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un instrumento importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes”
/.
Al mismo tiempo, la CorteIDH ha reconocido la trascendencia de la solución amistosa y reconocido el papel de la CIDH en esta materia, al indicar que: “(…) la Corte carece de poder para cumplir una importante función que la Convención confía en la Comisión, en virtud de que ésta no es un órgano judicial, como es la de gestionar soluciones amistosas, dentro de una amplia misión conciliadora. Este tipo de solución tiene la ventaja para el denunciante individual que requiere su consentimiento para materializarse. Todo enfoque que conduzca a negar a los individuos, en especial a las víctimas, el procedimiento ante la Comisión los privaría del importante derecho de negociar y aceptar libremente una solución amistosa, con la ayuda de la Comisión y ‘fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención’ (sic)".
/
La solución amistosa constituye, además, un mecanismo idóneo para lograr el descongestionamiento del Sistema y es susceptible de fomentar un mayor compromiso de los Estados con el respeto y protección de los derechos humanos.

En la perspectiva dogmática internacional, debe decirse que el arreglo amistoso de las controversias y, en general, la búsqueda de soluciones a través del diálogo, la negociación, la conciliación o la mediación, se configuran dentro de los principales propósitos de la comunidad internacional y tanto la Carta de las Naciones Unidas como de la OEA contienen estos principios, sin mencionar otros tratados interamericanos especiales que versan sobre la materia.
Entre las virtudes que se asigna a la solución amistosa, pueden señalarse la posibilidad de facilitar un diálogo directo entre las partes y, anejamente, una función de distensión entre estas, a través de un procedimiento ágil, económico y eficaz, que resulta complementario al Sistema de Casos y Peticiones y es apto para fomentar una capacidad innovadora para explorar y lograr nuevos espacios para la restitución y reparación a las víctimas y la satisfacción de las partes.

No obstante, el perfeccionamiento de dicho mecanismo requiere de una participación activa y constructiva de la CIDH como facilitadora de acuerdos entre las partes y, en ese sentido, del desarrollo de nuevas capacidades institucionales a lo interno de la CIDH para llevar a cabo dicha labor eficientemente.  Costa Rica observa con buenos ojos los esfuerzos de la CIDH por crear una Unidad de Soluciones Amistosas en su estructura organizativa y es consciente de que ello a la vez requerirá del compromiso financiero de los Estados para contribuir a crear esas capacidades en la CIDH.

En la perspectiva del Estado costarricense, más allá de los buenos oficios, la función de la CIDH en el contexto de los procedimientos de solución amistosa debería acercarse más a una función conciliadora, entre las posibles técnicas de solución pacífica de controversias, pues es este el mecanismo que le permite una mayor capacidad de maniobra en su actuar dentro de este procedimiento, y subsidiariamente de supervisión del procedimiento cuando se instituyeren otros mecanismos o técnicas de solución alternativa de controversias.
En la experiencia costarricense, se hace necesario ampliar el mecanismo de las soluciones amistosas para que no sólo se encuentre disponible para las partes en la fase de admisibilidad y la etapa de fondo dentro del procedimiento, sino también luego de las etapas de trámite una vez producido el informe de fondo.  Para muchos de los Estados, y este es el caso de Costa Rica, los procesos políticos internos del país muchas de las veces exigen una mayor claridad en cuanto a las pretensiones formuladas dentro del caso a fin de iniciar un procedimiento de solución amistosa.  Es por ello que la utilidad y pertinencia de este mecanismo podría reforzarse al contemplarse y ejercitarse la posibilidad de procurar arreglos amistosos entre las partes una vez producido el informe de fondo y procurando adecuar los plazos para ese fin y para el cumplimiento de los compromisos que correspondieren bajo los mecanismos de supervisión y seguimiento que resulten pertinentes.

La posibilidad de soluciones amistosas luego del informe de fondo y de que la CIDH juegue un papel más proactivo en esa etapa, redundaría en una labor de facilitación de acuerdos y soluciones satisfactorias sobre el fondo que sean construidas a partir de bases concretas y más ostensibles para lograr un acuerdo.  Por el contrario, limitar la posibilidad de soluciones amistosas a las etapas de trámite significa muchas de las veces limitar la posibilidad de lograr arreglos amistosos entre las partes con plena satisfacción de los derechos e intereses en juego y la inminente judicialización del proceso.

A la par de esto, Costa Rica aprecia que las soluciones amistosas a la fecha son conducidas la mayoría de las veces de manera empírica entre las partes en ausencia de reglas o pautas claras al respecto, por lo que sería recomendable un pliego de condiciones mínimas para mayor certeza y satisfacción de las partes.

E. Promoción de los Derechos humanos:

Para Costa Rica, las funciones que los Estados han encomendado a la CIDH resultan claras a partir de los instrumentos internacionales.  En ese sentido, la Carta de la OEA señala como cometidos de la CIDH promover la observancia y defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia (artículo 106).  Asimismo, la CADH en un sentido análogo establece que su función principal es promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y para ello le asigna competencias y funciones específicas para estimular la conciencia de los derechos humanos en el continente, la formulación de recomendaciones para que los Estados adopten medidas progresivas a favor de los derechos humanos, la preparación de estudios e informes, solicitar informes sobre las medidas adoptadas en materia de derechos humanos, atender consultas o prestar asesoramiento a los Estados y actuar dentro del Sistema de Peticiones y Casos, así como respecto de otras comunicaciones, en ejercicio de su autoridad (artículo 41 de la CADH).  Competencias y funciones que, en mucho, son reiteradas a la CIDH a través de su Estatuto.
El proceso de consolidación de las democracias que ha venido experimentando el hemisferio a través de las últimas décadas, requiere necesariamente del apoyo y asistencia de los órganos de la OEA a través de mecanismos de asesoría, asistencia y cooperación y, en particular, de las labores de la CIDH conforme a los cometidos que le han sido asignados.  La agenda temática en el hemisferio ofrece hoy una gran posibilidad de áreas y campos de trabajo, así como también la institucionalización y consolidación de los avances democráticos en muchos de los países requiere de esos apoyos.  La orientación de las labores de la CIDH hacia la promoción de los derechos humanos, debería tomar en cuenta la contextualización de la realidad política que viven la mayoría de los países del hemisferio.

En términos generales, es en ese sentido que Costa Rica asigna una alta importancia a las funciones y labores de promoción que, sobre la base de las normas convencionales citadas, corresponde desarrollar a la CIDH según los mandatos correspondientes y a la vez estima conveniente un reforzamiento de dichas funciones como un mecanismo esencialmente preventivo de violaciones de los derechos humanos y de refuerzo de sus labores de defensa y protección en los países del hemisferio.  En esa misma dirección, se estima que el fortalecimiento de los trabajos de las Relatorías resulta inconmensurablemente relevante.  No obstante se hace necesario realizar dos precisiones al respecto:

La primera, en el sentido de que el reforzamiento de las labores de promoción de los derechos humanos no pueden ir en menoscabo de sus funciones derivadas del mandato asignado convencionalmente en la defensa, protección y tutela de los derechos humanos, ejercidas esencialmente a través del Sistema de Casos y Peticiones Individuales como una forma de justicia restitutiva y reparativa.

La segunda, derivada de lo anterior, radica por ello mismo en que el fortalecimiento de las labores de promoción de los derechos humanos para ser desarrolladas adecuadamente y lograr ser articuladas con las funciones de defensa y protección que asimismo le asignan los instrumentos internacionales, requiere necesariamente de un mayor compromiso con el fortalecimiento financiero de la CIDH de tal manera que este último logre traducirse en un interés por fortalecer la promoción sin detrimento de una labor consustancial a la CIDH como lo es la defensa y protección de los derechos humanos de los habitantes de las Américas.
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